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Exp. 971/2018/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 971/2018/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ******* ******* ******

	DEMANDADA: DIRECTOR DE OBRAS PÚBLICAS DEL H. AYUNTAMIENTO DE TIERRA NUEVA; S.L.P.
TERCERO: ******** ********* *******.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.


San Luis Potosí, S. L. P., a veintiocho de febrero del dos mil diecinueve. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del juicio contencioso administrativo número 971/2018/2, promovido por el C. ******* ******* ******, por derecho propio, en contra del Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, S.L.P.; y 
R E S U L T A N D O


I.- A través del escrito presentado ante este Tribunal el diez de diciembre del dos mil dieciocho, el C. ******* ******* ******, por derecho propio, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, S.L.P., respecto de la emisión del acto que se precisa a continuación:

“El oficio sin número dirigido al suscrito y a la señora ******* ****** **********, de fecha 20 de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, por el Ingeniero ***** **** **** en su carácter de Director de Obras Públicas del Municipio de Tierra Nueva, San Luis Potosí, por el cual comunica lo siguiente: “Por medio del presente escrito referente al permiso de construcción ** ***** ** ** ******** del año en curso con dirección ****** ******* ** ** **** *****, se le informa que se suspende temporalmente hasta que se aclare la situación de estos predios ya que hubo una inconformidad por parte del C. ******** ********* *******.”

Además de que señaló como tercero en el presente juicio, al C. ******** ********* *******.

II.- Mediante proveído de trece de diciembre de dos mil dieciocho, se acordó lo siguiente:

Se admitió a trámite la demanda de nulidad; ordenándose correr traslado de la misma a la autoridad demandada para que contestara lo que a su derecho correspondiera.

Se le corrió traslado del escrito inicial de demanda y anexos al tercero interesado, C. ******** ********* *******, para que en el plazo de ley se apersonara en este juicio.

Asimismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas a que se refiere en el escrito inicial de demanda, precisándosele que se reservaba su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda o de la ampliación de esta.

Toda vez que el actor solicitó la suspensión del acto impugnado “a efecto de que se le permita la continuación de la construcción de un pequeño baño dentro del inmueble, que refiere es de su propiedad”; localizado en la calle de ****** ******* ** ** **** ***** del Municipio de Tierra Nueva, S.L.P., y que la autoridad se abstenga de impedirle la conclusión del mismo; se concedió esa medida a fin de que la autoridad demandada permitiera al actor continuar con la construcción de la obra relativa, dentro del inmueble referido.

III.- A través del auto de seis de febrero de dos mil diecinueve, se acordó lo siguiente:

Visto el estado el estado procesal que guardaban los autos, se advirtió que la autoridad demandada no había contestado la demanda y el tercero interesado no se había apersonado a juicio; por lo que se les tuvo por precluído sus respectivos derechos.
Con fundamento en los artículos 69, fracción II y 70, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas del accionante:

·  Original de la escritura privada de compraventa celebrada entre el señor ******* ******* ****** como comprador y el señor **** ****** ******, como vendedor, de fecha siete de julio del año mil novecientos setenta. 

·  Cuatro fotografías a color donde se observa una construcción.
·  El original del oficio número 007/2018, de fecha doce de noviembre de dos mil dieciocho, firmado por el Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, S.L.P.
·  El original del oficio sin número de fecha veinte de noviembre de dos mil dieciocho, firmado por el Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, S.L.P. 

·  Copia simple del primer citatorio, signado por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, S.L.P.

Por último, se fijaron las once horas del veintiséis de febrero del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos hizo constar que:

· Que comparecía el Licenciado ****** ***** *****, autorizado de la parte actora; y que no había asistido representante o delegado alguno de la autoridad demandada o tercero interesado.

· Dio cuenta de las actuaciones y constancias que integran en este juicio –demanda inicial y la preclusión de la contestación de demanda y del apersonamiento del tercero-.

· En el periodo de pruebas: Se tuvieron por desahogadas las pruebas ofrecidas y admitidas de la parte actora, por su propia y especial naturaleza.

· En el periodo de alegatos: Dio cuenta del escrito original firmado por el actor y su abogado autorizado, mediante el cual formuló sus alegatos por escrito, mismos que se ordenó glosaran a autos y por realizados a favor de esa parte. En ese orden de ideas, se certificó que la autoridad demandada y el tercero interesado no formuló alegatos.

· No existiendo pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, se dio por concluida esa audiencia.

· Se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de un municipio de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

El interés jurídico del accionante, para acudir al presente juicio se encuentra acreditado con el acto impugnado, consistente en la resolución contenida en el oficio sin número, de fecha veinte de noviembre de dos mil dieciocho, signado por el Director de Obras Públicas, del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, San Luis Potosí; mismo que se encuentra dirigido a nombre del hoy actor y en la que se le suspendió temporalmente el permiso de construcción de fecha doce de noviembre del año en cita; documental que obra agregada en la foja 10 del expediente en que se actúa.
La documental en referencia adquiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Respecto de la autoridad demandada y el tercero interesado, se les precluyó su derecho para contestar la demanda y apersonarse al juicio, respectivamente; tal y como se advierte del proveído de seis de febrero de dos mil diecinueve.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio sin número, de fecha veinte de noviembre de dos mil dieciocho, signado por el Director de Obras Públicas, del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, San Luis Potosí; mismo que se encuentra dirigido a nombre del hoy actor y en la que se le suspendió temporalmente el permiso de construcción de fecha doce de noviembre del año en cita.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En consecuencia, de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia; sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de impugnación planteados por la parte actora.
QUINTO.- El concepto de impugnación que plantea el actor en su escrito de demanda, se localizan a fojas 4 a 7 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- El accionante, en su único concepto de impugnación de su escrito inicial de demanda, arguye que resulta ilegal el acto impugnado medularmente en virtud de que no cumple los requisitos contenidos en los artículos 164 y 165, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí, toda vez que carece de fundamentación y motivación, además de que omitió citar la norma habilitante.

La autoridad demandada, fue omisa en formular su contestación de demanda.
A juicio del suscrito Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación en estudio, resulta esencialmente fundado y por lo tanto, suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada; en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen.

Se califica de fundado el argumento en reseña dado que el accionante controvierte dos elementos fundamentales de la legalidad de un acto de autoridad
, a saber: A. La fundamentación y motivación; y B. La competencia; por lo que resulta necesario establecer un breve resumen de dichos conceptos, antes de estudiar la legalidad del acto controvertido.

A. La fundamentación y motivación.
En primer lugar, parte del agravio del accionante se encuentra encaminado a señalar que no se fundó y motivó correctamente el acto debatido; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

B. La competencia.

Asimismo, no debe perderse de vista que conforme a lo previsto en los artículos 16 primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 
Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.
 
En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En esta tesitura, se infiere que mencionar el ordenamiento jurídico y la disposición legal que le conceda atribuciones a la autoridad para emitir un acto de molestia tiene, en realidad, un solo objetivo, que consiste en brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a la autoridad del deber de fundar con precisión su competencia, se privaría al afectado de un elemento que pudiera resultar esencial para impugnarla adecuadamente, cuando lo considere conveniente, al desconocer la norma legal que faculta a la autoridad a emitir el acto de molestia que afecta su esfera jurídica y, en su caso, de controvertir la actuación de aquélla cuando estime que ésta no se ajusta al ordenamiento jurídico que le otorga atribuciones para ello o cuando la disposición jurídica pudiere encontrarse en contradicción con la Constitución Federal.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto de molestia la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo, toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración, de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas.

Así, al ser la competencia del órgano administrativo el conjunto de atribuciones o facultades que les incumben a cada uno de ellos, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica, no es posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

Entonces, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.
En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12 y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, en las cuales se estableció lo siguiente: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.

Establecido lo anterior, en el caso obra en la foja 10 de autos, el oficio impugnado, que es materia de estudio en el presente juicio; documental pública con pleno valor probatorio en términos de lo dispuesto en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo Para el Estado de San Luis Potosí, cuya transcripción integral se realiza a continuación: 

“H. AYUNTAMIENTO MUNICIPAL

TIERRANUEVA (Sic), S.L.P.

Administración 2018-2021

DEPENDENCIA: H. AYUNTAMIENTO DE TIERRANUEVA (Sic)
DEPARTAMENTO: OBRAS PÚBLICAS

ASUNTO: SUSPENSIÓN TEMPORAL DE PERMISO DE CONSTRUCCIÓN

Tierranueva (Sic) S.L.P. a 20 de noviembre de 2018.

******* ******* ******
******* ****** **********
PRESENTES.-

Por medio del presente escrito referente al permiso de construcción ** ***** ** ** ******** del año en curso con dirección ****** ******* ** ** **** *****, se le informa que se suspende temporalmente hasta que se aclare la situación de estos predios, ya que hubo una inconformidad por parte del C. ******** ********* *******.

Sin otro particular por el momento, agradeciendo su compresión y disculpándonos pro los contratiempos ocasionados, me despido de usted.

ATENTAMENTE

ING. ***** **** *****
DIRECTOR DE OBRAS PUBLICAS”
De lo trasunto, se desprende que el Director de Obras Públicas, del H. Ayuntamiento de Tierra Nueva, San Luis Potosí, le informó al hoy actor, que referente al permiso de construcción de fecha doce de noviembre de dos mil dieciocho, con dirección ****** ******* ** ** **** *****, se suspendía temporalmente hasta que se aclarara la situación de esos predios, en virtud de que hubo una inconformidad por el C. ******** ********* *******.

Por consiguiente, del análisis del acto impugnado, este Juzgador advierte las siguientes ilegalidades:
A) Sobre la fundamentación y motivación: Que no se cita precepto legal alguno ni la motivación correspondiente, del porque en virtud de que existió una inconformidad por un tercero, se puede suspender temporalmente un permiso de construcción otorgado anteriormente.
En efecto, la enjuiciada desatiende lo establecido en el artículo 164, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que en el acto controvertido, tiene una ausencia total de fundamentación y motivación, ya que la autoridad demandada no citó los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditado en el caso, el por qué ante una inconformidad de un tercero debía suspenderse el permiso de construcción.

B) Sobre la competencia de la autoridad emisora: Que no se cita precepto legal alguno que justifique legalmente la competencia del Director de Obras Públicas, del H. Ayuntamiento de Tierranueva, S.L.P., para suspender temporalmente un permiso de construcción que ya había otorgado.
Por lo tanto, toda vez que en el acto impugnado, no se advierte dispositivo legal que contenga la atribución del emisor, para emitir el acto de la naturaleza que se trata, lo que implica desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello, lo que implica desatención a lo dispuesto por el artículo 164, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, anteriormente transcritas.
En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, de rubro: 
"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."

De igual manera tienen aplicación a la controversia de referencia el siguiente criterio jurisprudencial:

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

De igual manera, tiene aplicación, por analogía, la jurisprudencia 99/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Junio del 2007, Pleno y Salas, cuyo rubro dice: 
“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA.- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.”

Así las cosas, en la especie toda vez que el artículo 167, del Código Procesal Administrativo, establece que “La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada…”, y siendo el caso, que el acto impugnado no cumple con los elementos de ser emitido por una autoridad competente –o al menos no señaló el precepto que le otorgaba la facultad para emitir el acto controvertido - ni está fundado y motivado; se actualizan las causales de ilegalidad previstas por el artículo 250, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracciones I y II, 251 y 252
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del oficio, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; a consideración de este Juzgador, con la simple declaratoria de nulidad del acto controvertido y toda vez que ya se ha dejado sin efectos, ya se le ha restituido al accionante sus derechos afectados; pues ya no existe la suspensión temporal del permiso de construcción de fecha doce de noviembre de dos mil dieciocho, por lo que puede continuar en pleno derecho con la obra ubicada dentro del inmueble con dirección ****** ******* ** ** **** ***** del Municipio de Tierra Nueva, San Luis Potosí –debiéndose destacar, que incluso ya se le había otorgado la suspensión del acto impugnado, para los mismos efectos, tal y como se advierte del proveído de trece de diciembre dos mil dieciocho-.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, fracción I, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 217, 248, 249 y 250, fracciones I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la resolución impugnada; por lo que se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, por lista al tercero y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:





I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…”


  �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:





I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;





II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


…”


ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.





En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.





ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





